




























































Expropiación de dignidad Restauración de dignidad

Propiedad Confiscación de derechos 
propiedad y tenencia 

Devolución de propiedad 
confiscada, propiedad 
alternativa, compensación 
financiera y otro medio 
equitativa

Igual valor humano Deshumanización

Restauración 
de la humanidad
al establecer que los 
reclamantes son miembros 
respetados de la política, 
con voces que vale la pena 
escuchar

Autonomía 
como agencia
(independencia)

Infantilización

Reinstauración de estado 
adulto independiente al 
darles a los reclamantes 
agencia en el proceso

Autonomía 
como comunidad
(interdependencia)

Destrucción de interdepen-
dencias encontradas dentro 
de familias, iglesias 
y escuelas

Reconexión de comunidad 
por medio de un proceso de 
restitución independiente



Deshumanizado No deshumanizado

Infantilizado

Negros en Sudáfrica bajo 
el régimen blanco

“Salvajes”

“Como niños”

Mujeres blancas en la 
Inglaterra del siglo XVIII

“Con facultades mentales 
disminuidas”

No Infantilizado

Víctimas de los genocidios  
judío y de Ruanda

“Plaga”

“Cucarachas”

Varones blancos 
propietarios en los 
primeros años de 
Estados Unidos

“Racional”

“Adulto”

“Civilizado”















Corriente Concepción del patriarcado

Teorías 
Tradicionalistas

Esta corriente, también conocida como la universalista, 
fundamenta los orígenes del patriarcado en argumentos 
religiosos o biologicistas. Justifican la supuesta debilidad de 
las mujeres por su sexo, entendido como una característica 
inmutable, o por mandato divino. 

De acuerdo con Lerner (1990), «cuando en el siglo XIX empezó 
a perder fuerza el argumento religioso, la explicación 
tradicional de la inferioridad de la mujer se hizo “científica”» 
(p. 12).

Teoría 
Económico
-marxista

De acuerdo con esta corriente, la subordinación de las mujeres 
se explica debido a la creación de la propiedad privada. 

Engels:

Lerner (1990) explica que, para Engels, precursor 
de esta concepción, la domesticación de los animales llevó 
al desarrollo del comercio y de la propiedad privada en las 
sociedades tribales. Es por esto que los hombres buscaron 
institucionalizar a la familia monógama para proteger su 
propiedad.

«Al controlar la sexualidad femenina mediante la exigencia de 
una castidad premarital y el establecimiento del doble estándar 
sexual dentro del matrimonio, 
los hombres aseguraron la legitimidad de su descendencia 
y garantizaron así su interés de propiedad» (Lerner, 1990, p. 

Peter Aaby, Meillassoux y Lévi-Strauss:

Para Aaby, el primer tipo de propiedad privada consistió 
en la apropiación del trabajo reproductivo de las mujeres.



«Sin la cosificación de las mujeres como una característica 
socioestructural dada históricamente, el origen de la propiedad 
privada y el Estado seguiría siendo inexplicable» (Lerner, 1990, 
p. 34).

Por su parte, para Meillassoux, el control de la capacidad 
reproductiva de las mujeres precedió a la adquisición de la 
propiedad privada.

Finalmente, tanto para Meillassoux como para Lévi-Strauss, es 
precisamente la cosificación y el intercambio de las mujeres lo 
que dio origen a la propiedad privada y la subordinación de las 
mujeres frente a los hombres.

Sistema 
sexo-género

Esta teoría trasciende las explicaciones tradicionalistas 
(religiosas o biologicistas) de la subordinación de las mujeres. 
Sin embargo, «se basa en la dicotomización del binomio 
naturaleza/cultura al colocar al sexo en la esfera de la primera y 
el género en la de la segunda. De esta manera, si bien el género 
es explicado como una categoría cambiante e histórica, el sexo 
permanece estático» (Facio, 2002, p. 57). De ahí que varios 
autores y autoras hayan tildado esta teoría como esencialista, 
aunque esta es solo una de varias posiciones que existen frente 
a esta corriente. 

«El sistema sexo-género atribuye características, aptitudes y 
actitudes a cada uno de los dos sexos de manera tal que las 
atribuidas al masculino gozan de mayor prestigio y se erigen en 
las características, actitudes y valores paradigmáticos del ser 
humano» (Facio, 2002, p. 56).

Como complemento de esta concepción, Hernández (2018) 
plantea el Sistema sexo-género moderno/colonial racializado 
como un concepto teórico útil para estudiar el patriarcado en 
América Latina, a partir de su historicidad, particularmente 
para el caso de las mujeres negras. Para esta autora, el sexo y 
la raza tienen un vínculo fuerte, ambos se configuraron en el 
momento de la conquista como una forma de establecer unas 
jerarquías sociales capaces de imponer el orden y regular las 
relaciones entre hombres y mujeres. El sexo o la sexualidad 
fueron utilizados para controlar el cuerpo de las mujeres por 
parte de los hombres; y las concepciones de la raza que se 
tenían para estos momentos, permitieron crear una ideología 
racial sustentada en la inferioridad de lo «negro», llevando a 
una clasificación y cosificación de los cuerpos de los hombres 
y mujeres provenientes de África. Esta cosificación implicó 
moldear los cuerpos de las mujeres negras desde lo erótico, 
lo hipersexualisado y, por tanto, causante de perturbación



en la sociedad. De este modo, el género femenino negro fue 
construido desde la alteridad de una élite blanca masculina 
capaz de imponer un sistema de dominación sustentando en 
una ideología racial. 

Hernández (2018) plantea que este sistema de sexo-género 
moderno/colonial racializado «articula las categorías o 
elementos que dan cuenta de cómo el mundo moderno se 
ha configurado bajo la idea de una supuesta supremacía y 
jerarquización no solo racial, sino también sexual, de género, 
espacial y [de] clase» (p. 63). 

Teoría 
Maternalista

Esta corriente se diferencia de la tradicionalista en que buscan 
la igualdad entre hombres y mujeres e, incluso, en algunos 
casos, la superioridad femenina (Lerner, 1990). J. J. Bachofen 
y otros pensadores y pensadoras de esta corriente creían 
en la necesidad de «la incorporación del “principio femenino” 
de cuidado de los hijos y de altruismo en la sociedad moderna» 
(Lerner, 1990, p. 51).

Para este autor, que describió varias etapas de la evolución 
de la sociedad, «las mujeres de las sociedades primitivas 
desarrollaron la cultura [también explica] que hubo un estadio 
de “matriarcado” que sacó a la civilización de la barbarie» 
(Lerner, 1990, p. 50).

En esencia, en el maternalismo se arguye que las mujeres no 
deben ser separadas en los términos de un espacio privado 
vs. un espacio público para los hombres. Las feministas del 
siglo XIX argumentaban que eran más altruistas y virtuosas 
que los hombres, debido a sus instintos maternales, lo que les 
permitiría cumplir una misión y un rol en el espacio público 
al «rescatar la sociedad de la destrucción, la competitividad 
y la violencia creadas por los hombres que poseían un poder 
absoluto» (Lerner, 1990, p. 51).

Teoría de las  
relaciones 
de género

Esta teoría muestra «el esfuerzo de la ideología patriarcal por 
naturalizar procesos sociales y que demuestra que la creación 
de seres heterosexuales con una identidad de género aprobada 
por su sociedad se debe a un proceso extremadamente 
complejo y profundamente no natural. Una teoría que concibe 
el sexo como una relación vivida y mutable, es decir, que insiste 
en su naturaleza relacional. De ahí que ahora se entienda que el 
género es construido no con base en algo inmutable, sino con 
relación al otro género, tan mutable e histórico como él mismo» 
(Facio, 2002, p. 57).



Teoría 
crítica Queer 
(paradigma de la 
deconstrucción 
antiesencialista)

Esta concepción interpela las categorías identitarias de la 
perspectiva tradicionalista, pues se convierten en obstáculos 
para una verdadera representación y transformación de la 
sociedad (Duque, 2010, p. 88).

En esta teoría, «la orientación sexual, la identidad sexual y la 
expresión de género, son el resultado de una construcción-
producción social, histórica y cultural, y por lo tanto no existen 
papeles sexuales o roles de género, esencial o biológicamente 
inscritos en la naturaleza humana» (Duque, 2010, p. 88). De esta 
manera, tanto el sexo como el género, de acuerdo con Butler, 
son entendidos como actuaciones o actos performativos, «tal 
performatividad alude en el mismo sentido al poder discurso 
para realizar (producir) aquello que enuncia, y por lo tanto 
permite reflexionar acerca de cómo el poder hegemónico 
heterocentrado actúa como discurso creador de realidades 
socioculturales» (Duque, 2010,  p. 88).

«Esta visión deconstructiva tiene la pretensión de acabar con 
el dualismo de los géneros y de los sexos que no son más que 
oposiciones ideológicas encaminadas a establecer y mantener 
la opresión de uno sobre otro, basada en la instauración de 
jerarquías» (Duque, 2010, p. 89).































1980

*Decreto-Ley 100 de 1980. Por medio del cual se expide el nuevo 
Código Penal.

*Ley 22 de 1981. Por medio de la cual se aprueba la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial.

*(CERD/C/70/Rev.1 – 1984). El Comité indicó que la información 
contenida en el informe entregado por Colombia no ayudaba a 
determinar si estaban aplicando correctamente las disposiciones 
de la Convención.

*(CERD/C/SR.731 y SR.732 – 1985). En relación con el artículo 6 de la 
Convención, el Comité señaló que, si una persona quisiera denunciar 
un acto de discriminación racial, el juez se hallaría ante un vacío 
porque no podría aplicar una disposición normativa específica para 
sancionar el acto.

1990

*(CERD/C/SR.841 y 842 - 1990). El Comité discrepó de que en 
Colombia no existiera discriminación racial —según lo planteado en 
el informe presentado por Colombia— e indagó sobre las funciones 
de la Procuraduría General de la Nación y la Consejería Presidencial 
para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos 
en relación con la obligación de los Estados contenida en el artículo 6 
de la Convención.

*Constitución Política 1991. Se incluye un nuevo repertorio 
de derechos fundamentales y el bloque de constitucionalidad, 
y se establecen reformas institucionales. Se destaca la creación 
de la Corte Constitucional.



1990

*Ley 21 de 1991. Por medio de la cual se aprueba el Convenio 
número 169 sobre pueblos indígenas en países independientes, 
adoptados por la 76ª reunión de la Conferencia General 
de la O.I.T., Ginebra 1989.

*Ley 70 de 1993. Por la cual se desarrolla el artículo 55 de la 
Constitución Política. Se reconoce el derecho a la propiedad 
colectiva, se establecen los Consejos Comunitarios y se adoptan 
otras disposiciones.

*Ley 171 de 1994. Por medio de la cual se aprueba el Protocolo 
Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, 
relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados 
sin carácter internacional (Protocolo II), hecho en Ginebra el 8 
de junio de 1977.

*(CERD/C/SR. 944, 945 y 950 - 1993). El Comité lamentó que no 
existiera información suficiente en los informes presentados por 
Colombia que dieran cuenta de la aplicación práctica de las nuevas 
disposiciones constitucionales y de las legislativas. Asimismo, reiteró 
que no existía una adecuación del derecho penal nacional a las 
disposiciones de la Convención.

*(CERD/C/SR.1135 y 1136 - 1996). El Comité celebró la nueva 
Constitución y la Ley 70 de 1993. Sin embargo, entre otras cosas, 
expresó que se requería de una promulgación de legislación penal 
específica teniendo en cuenta que las disposiciones de la Convención 
son imperativas y deben cumplirse plenamente.

* (CERD/C/SR.1356, 1357 y 1362 - 1999). El Comité reiteró con 
especial preocupación que el marco constitucional para prohibir 
la discriminación racial carecía de un marco legislativo para efectuar 
tales disposiciones. Del mismo modo, señaló que se requería la 
promulgación de determinadas leyes penales.

2000

*Ley 589 de 2000. Por medio de la cual se tipifica el genocidio,
 la desaparición forzada, el desplazamiento forzado y la tortura 
y se dictan otras disposiciones.

*Ley 599 de 2000. Por la cual se expide el Código Penal. Se 
introdujeron circunstancias de mayor punibilidad para aquellos 
delitos ejecutados con la intencionalidad de disminuir o subordinar 
la humanidad y dignidad de otras personas en razón de la raza, la 
etnia, la ideología, las creencias, el sexo o la orientación sexual, o 
alguna enfermedad o minusvalía de la víctima. También se tipifica el 
delito de actos de discriminación racial con ocasión y en desarrollo 
del conflicto armado.



2000

*Ley 734 de 2002. Por la cual se expide el Código Disciplinario Único. 
Categoriza como falta gravísima la conducta de funcionarios públicos 
que ocasionen, con el propósito de destruir total o parcialmente 
un grupo nacional, étnico, racial, religioso, político o colectividad 
con identidad propia fundada en motivos políticos, por razón de su 
pertenencia al mismo, la muerte de uno o varios de sus miembros.

*Ley 890 de 2004. Por la cual se modifica y adiciona el Código Penal. 
Se aumentan las penas en los tipos penales contenidos 
en la Parte Especial del Código Penal.

*(CERD/C/COL/14 - 2008). El Comité estableció que en Colombia 
existía un marco legal general para la protección de los grupos 
étnicos cuando ocurrían actos discriminatorios. Empero, que no 
existía para esa fecha un remedio judicial diseñado exclusivamente 
para proteger a los ciudadanos contra tratos discriminatorios.

*(CERD/C/COL/CO/14 - 2009). El Comité tomó nota 
del reconocimiento por parte del Estado colombiano de la 
persistencia de la discriminación racial y reiteró su preocupación 
frente a la inexistencia de una disposición general que prohibiese 
la discriminación por motivos de raza. Igualmente, señaló que la 
legislación tipifica como delitos los actos de discriminación racial 
no sean plenamente compatible con el artículo 4 de la Convención. 
De esta manera recomendó al Estado colombiano a aprobar una 
legislación para hacer plenamente efectivas las disposiciones de la 
Carta Política relacionadas con la prohibición de discriminación por 
motivos de raza y la aprobación de una legislación penal específica.

2010

*Ley 1482 de 2011. Por medio de la cual se modifica el Código Penal 
y se establecen otras disposiciones. Tipifica actos de racismo o 
discriminación; hostigamiento por motivos de raza, religión, ideología, 
política, u origen nacional, étnico, o cultural, y apología al genocidio.

*Ley 1448 de 2011. Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 
interno y se dictan otras disposiciones.

*Ley 1752 de 2015. Por medio de la cual se modifica la Ley 1482 
de 2011, para sancionar penalmente la discriminación contra las 
personas con discapacidad. Se modifica el nombre de uno de los 
tipos penales por «actos de discriminación».



2010

*Ley 1833 de 2017. Crea la Comisión Legal para la Protección de los 
derechos de las comunidades negras o población afrocolombiana 
del Congreso de la República de Colombia.

*Decreto 2124 de 2017. Reglamente el sistema de prevención y 
alerta para la reacción rápida a la presencia, acciones y/o actividades 
de las organizaciones, hechos y conductas criminales que pongan en 
riesgo los derechos de la población y la implementación del Acuerdo 
Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera.

*(CERD/C/COL/CO/17-19 – 2019). El Comité reitera su preocupación 
relacionada con que la definición de discriminación racial en la Ley 
1482 de 2011 continúe sin ajustarse al artículo 1 de la Convención. 
Le preocupa también la falta de aplicación efectiva de esta ley, que 
se refleja en el escaso número de investigaciones y condenas por 
casos de discriminación racial. El Comité reitera su preocupación por 
la falta de una disposición general en la legislación administrativa 
o civil que prohíba la discriminación racial directa e indirecta en 
todos los ámbitos de la vida pública. Preocupa especialmente al 
Comité la violencia que persiste tras la firma del Acuerdo Final que 
afecta y pone en peligro a los pueblos indígenas y las comunidades 
afrodescendientes. Entre los actos de violencia que se resaltan 
están las incursiones paramilitares en territorios habitados por 
estas poblaciones, los homicidios selectivos de miembros de 
comunidades afrodescendientes y pueblos indígenas, el aumento de 
desplazamientos forzados y masivos, así como la falta de protección 
a estas comunidades. También que los informes de riesgo emitidos 
por el Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo no 
sean debidamente considerados por la Comisión Intersectorial 
para la Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas (CIPRAT).



Hecho violento Indígena Gitano(a
Rrom

Negra, 
Afrodescendiente,
Raizal y Palenquera

Ninguna

Abandono 
o Despojo forzado 
de tierras 

584 25 1.149 33.377

Acto terrorista/
Atentados/ 
Combates/
Hostigamientos

17.891 28 42.235 123.509

Amenaza 64.045 141 230.694 119.153

Delitos contra
la libertad y la 
integridad sexual

107.372 12 486.339 317.013

Desaparición 
forzada 5.893 94 12.064 246.922

Desplazamiento
forzado 557.435 10.895 1.783.889 841.707

Homicidio 29.511 427 90.492 1.396.924

Minas 
antipersonal/ 
Munición sin 
explotar/Artefacto 
explosivo

501 2 565 924.625

Otro 33.819 8 14.081 21.687

Otros 514 4 1.029 3.508



Pérdida de Bienes 
Muebles o Inmuebles 9.002 32 27.540 162.433

 Secuestro 719 10 644.532 73.106

 Sin información 431 9 1.385 18.911

 Tortura 371 6 877 55.281

Vinculación 
de Niños Niñas 
y Adolescentes

444 3 469 1.506

Total de Hechos 
Violentos por 
Pertenencia Étnica

828.532 11.696 3.337.340 4.339.662

% 9.7 0.1 39.2 51.0

































































































Descripción del caso

Personas que aparecen en el expediente:

Pedro José:  negro – acusado.

Manuel Mariano Paredes: acusador, vecino de Popayán, 
administrador de la min de Serrogordo.

Intendente Departamental: a quien se le remite 
a Pedro José en calidad de preso.



Félix Tello: quien remite a Pedro José al intendente.

Trinidad del Carmen: esclavizada de Serrogordo, sobrina de 
Pedro José, con quien tenía una relación de concubinato.

Narcisa: esclavizada de Serrogordo, concubina de Pedro José.

Luis María Charria: alcalde Pedáneo de Caloto.

Antonio Rivera: antiguo amo de Pedro José.

José Antonio Sánchez: fiscal.

Juan Antonio Ibarra: defensor asignado a Pedro José.

Dr. Francisco Javier Carvajal y Tenorio: asesor nombrado en el caso.































Descripción del caso

Personas que aparecen en el expediente:

Agustina: esclavizada domiciliada en Sipí.

Fernando Ortiz: antiguo amo de la esclavizada Agustina y que le cedió 
el dominioa Nicolás Bonoli. El señor Ortiz mantenía a sus esclavizados 

en Sipí, pueblo ubicado en la provincia de Chocó.



Nicolás Bonoli: nuevo amo de la esclavizada Agustina. domiciliado en Quibdó.

Ramón Miller: recomendado del señor Bonoli.

Juan Antonio Asprilla: (1er) Juez 1 de Nóvita.

Pedro Justo Ledezma: (2do) Juez 1 de Nóvita.

Juan Francisco Mosquera: (3er) Juez 1 de Nóvita.

Juan José Mas: Juez 1 de Quibdó.

Manuel María Vergara: apoderado del señor Nicolás Bonoli.

Gregorio Murillo: vecino de la parroquia de Sipí, mazamorrero. 
Promitente comprador de lalibertad de la esclavizada Agustina.

Manuel Francisco Lemos: promitente comprador de la esclavizada Agustina.

Juan Hermenegildo Bonilla: quien respaldaba la promesa de compra 
entre Gregorio Murillo y Manuel Francisco Lemos. 

Fernando Bueno: quien prestaría el dinero para la libertad a Agustina. 
Sin embargo, luego se retracta porque no sabía que su dinero era destinado 

para la libertad de una esclavizada.
































































































































